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ENTRE RECONOCIMIENTO FORMAL, 

DESIGUALDAD ESTRUCTURAL Y EFICACIA 

LIMITADA: EL CASO DE LA COMUNIDAD 

CAMPESINA DE MAURE1 
 
Julio César Mejía Tapia 

1. Introducción: el reconocimiento que no alcanza 

El constitucionalismo peruano ha incorporado, de manera expresa, un 

conjunto de disposiciones orientadas a reconocer los derechos de las 

comunidades campesinas. La Constitución Política de 1993 consagra 

principios como la dignidad humana, la igualdad, la identidad cultural, la 

propiedad comunal, la autonomía organizativa y la jurisdicción especial. A 

ello se suma la incorporación del derecho internacional de los derechos 

humanos, particularmente el Convenio 169 de la OIT, que refuerza la 

protección de los pueblos indígenas y tribales. 

Sin embargo, este reconocimiento normativo, lejos de cerrar el debate, lo 

abre. La pregunta ya no es si existen derechos, sino cómo operan en 

contextos concretos marcados por relaciones de poder. 

En ese sentido, el presente trabajo sostiene que el problema de las 

comunidades campesinas en el Perú radica en la persistencia de tensiones 

estructurales que limitan su eficacia. Estas tensiones se manifiestan con 

especial claridad en conflictos vinculados al territorio, los recursos naturales 

y la intervención estatal. 

El caso de la Comunidad Campesina de Maure constituye, en este punto, un 

escenario privilegiado de análisis. Además de permitir observar la aplicación 

concreta de los derechos reconocidos, también evidencia los límites del 

modelo constitucional vigente frente a situaciones de desigualdad 

estructural. 

 

 
1 Ver sentencia del Tribunal Constitucional peruano: https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2024/02783-2021-AA.html 

https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2024/02783-2021-AA.html
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2. La dignidad humana en clave colectiva: más allá del 

individuo abstracto 

El artículo 1 de la Constitución establece que la defensa de la persona 

humana y el respeto de su dignidad constituyen el fin supremo de la sociedad 

y del Estado. Esta disposición ha sido interpretada por el Tribunal 

Constitucional como el fundamento de todos los derechos fundamentales y 

como un principio orientador de todo el ordenamiento jurídico. 

No obstante, en el caso de las comunidades campesinas, la dignidad no 

puede ser comprendida únicamente desde una perspectiva individual. La 

vida comunitaria, la organización social y la relación con el territorio 

configuran una dimensión colectiva de la dignidad que exige una 

interpretación diferenciada. 

Así, la dignidad no se agota en la protección del individuo aislado, sino que 

se proyecta como la garantía de continuidad de formas de vida específicas. 

La afectación del territorio, del agua o de los ecosistemas, en estos contextos, 

es una afectación directa a las condiciones de existencia colectiva. 

Esta lectura, sin embargo, no siempre es asumida plenamente en la práctica 

jurisdiccional, donde persiste una tendencia a fragmentar los derechos y a 

analizarlos de manera aislada. 

3. Igualdad material, identidad cultural y pluralidad: el 

reconocimiento condicionado 

El artículo 2 de la Constitución reconoce derechos fundamentales como la 

igualdad ante la ley y la identidad étnica y cultural. Este reconocimiento 

supone, en principio, la adopción de un modelo de Estado que admite la 

diversidad cultural. 

Sin embargo, la igualdad en contextos de diversidad no puede reducirse a un 

trato uniforme. Requiere una igualdad material, capaz de atender las 

condiciones históricas de exclusión que han afectado a las comunidades 

campesinas. 

El reconocimiento de la identidad cultural implica, además, el respeto a 

formas propias de organización, producción y relación con la naturaleza. No 

obstante, en la práctica, este reconocimiento convive con estructuras 

institucionales que responden a una lógica homogénea, generando una 

tensión entre diversidad reconocida y uniformidad aplicada. 



4 

En este punto emerge una primera manifestación de desigualdad 

estructural: las comunidades son reconocidas como diferentes, pero 

tratadas como si no lo fueran. 

4. Territorio, recursos naturales y conflicto de racionalidades 

El artículo 66 de la Constitución establece que los recursos naturales son 

patrimonio de la Nación y que el Estado es soberano en su aprovechamiento. 

Esta disposición refleja una concepción en la que los recursos son entendidos 

principalmente como bienes susceptibles de explotación económica. 

Sin embargo, desde la perspectiva de las comunidades campesinas, el 

territorio no se reduce a un conjunto de recursos. Es un espacio integral que 

articula dimensiones económicas, culturales, sociales y espirituales. 

El derecho internacional, particularmente el Convenio 169 de la OIT y la 

jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha 

desarrollado una concepción más amplia del territorio, reconociendo su 

carácter esencial para la supervivencia de los pueblos indígenas2. 

En este punto se configura una tensión estructural: 

• Por un lado, una racionalidad estatal, orientada al aprovechamiento 

de recursos. 

• Por otro, una racionalidad comunitaria, basada en la integralidad del 

territorio. 

Esta tensión no es meramente teórica. Se materializa en conflictos concretos 

donde las decisiones estatales afectan territorios comunales sin incorporar 

plenamente la perspectiva de las comunidades. 

5. Consulta previa: entre derecho fundamental y formalización 

procedimental 

El derecho a la consulta previa se presenta como uno de los principales 

mecanismos para canalizar esta tensión. Reconocido en el Convenio 169 y 

desarrollado por la jurisprudencia constitucional, implica la obligación del 

Estado de consultar a las comunidades antes de adoptar medidas que 

puedan afectarlas. 

 
2 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua. 
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En su formulación normativa, la consulta previa se configura como un 

derecho robusto, vinculado a la participación, la inclusión y la 

autodeterminación. 

Sin embargo, en su aplicación práctica, tiende a ser reducida a un 

procedimiento formal. La exigencia de acreditar una “afectación directa” y la 

ausencia de mecanismos efectivos para garantizar el consentimiento en 

determinados casos limitan su alcance. 

Se configura así una segunda manifestación de desigualdad estructural: 

un derecho reconocido ampliamente en el plano normativo, pero restringido 

en su operatividad. 

6. Propiedad comunal y autonomía: reconocimiento bajo 

presión 

Los artículos 88 y 89 de la Constitución reconocen la existencia de las 

comunidades campesinas, su autonomía y la propiedad comunal sobre sus 

tierras. 

Este reconocimiento tiene un carácter especial, en tanto no crea a las 

comunidades, sino que reconoce una realidad preexistente. La propiedad 

comunal, además, presenta características particulares que la diferencian de 

la propiedad individual. 

No obstante, este régimen se encuentra sometido a tensiones derivadas del 

modelo económico. Las concesiones sobre recursos naturales, las 

servidumbres y otros mecanismos de intervención estatal inciden 

directamente sobre territorios comunales, generando conflictos que 

evidencian la fragilidad de este reconocimiento. 

En este nivel, la desigualdad se manifiesta en términos de poder: las 

comunidades cuentan con reconocimiento jurídico, pero enfrentan 

estructuras económicas que limitan su capacidad de decisión. 

7. Jurisdicción especial: pluralismo reconocido, subordinación 

persistente 

El artículo 149 reconoce la facultad de las comunidades campesinas para 

ejercer funciones jurisdiccionales conforme a su derecho consuetudinario. 
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Este reconocimiento introduce el pluralismo jurídico en el orden 

constitucional peruano. Sin embargo, en la práctica, la jurisdicción comunal 

ha sido frecuentemente subordinada al sistema judicial ordinario. 

Esta situación revela si bien el pluralismo es reconocido en el texto 

constitucional, es limitado en su desarrollo institucional. 

8. El caso de la Comunidad Campesina de Maure: cuando el 

derecho se encuentra con la realidad 

Las tensiones previamente descritas encuentran una expresión concreta en 

el caso de la Comunidad Campesina de Maure (Exp. N.º 02783-2021-AA/TC). 

Lejos de tratarse de un conflicto aislado, el caso permite observar cómo los 

derechos constitucionales reconocidos a las comunidades campesinas 

operan —o dejan de operar— en escenarios marcados por desigualdad 

estructural. 

La demanda interpuesta por la comunidad se articula en torno a la afectación 

de su territorio y de sus fuentes de agua, como consecuencia de la 

implementación de proyectos hidráulicos vinculados al sistema Vilavilani. En 

este contexto, la comunidad no plantea únicamente una controversia 

jurídica, sino también una defensa integral de su forma de vida. 

El agua, los bofedales, la fauna y las actividades ganaderas aparecen como 

parte de un sistema interdependiente, cuya alteración compromete la 

continuidad misma de la comunidad. Esta forma de plantear el conflicto da 

cuenta de una concepción del territorio que excede la lógica fragmentada del 

derecho estatal. 

9. El derecho a la consulta previa en el caso concreto: 

reconocimiento sin incidencia 

El Tribunal Constitucional, en su análisis, reafirma el carácter fundamental 

del derecho a la consulta previa, reconociendo su rango constitucional y su 

pertenencia al bloque de constitucionalidad. 

Asimismo, desarrolla sus elementos esenciales: 

• La obligación estatal de consultar 

• La necesidad de procedimientos adecuados 

• El respeto de las etapas del proceso 

• La vinculación con la participación y la inclusión social 
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Sin embargo, este desarrollo normativo contrasta con la decisión adoptada 

en el caso concreto. El Tribunal introduce un criterio determinante: la 

necesidad de acreditar una afectación directa para que proceda la consulta. 

En el caso de Maure, concluye que dicha afectación no fue suficientemente 

probada. 

Aquí se produce una inflexión crítica: el derecho es reconocido en términos 

amplios, pero su exigibilidad queda condicionada a un estándar probatorio 

que las comunidades difícilmente pueden satisfacer. 

La consulta previa, concebida como mecanismo de protección, se transforma 

así en un derecho cuya operatividad depende de condiciones 

estructuralmente desiguales. 

10. El agua como punto de quiebre: dos formas de entender el 

territorio 

El conflicto en Maure tiene como eje central el agua. No obstante, más que 

un recurso, el agua representa un punto de quiebre entre dos racionalidades 

jurídicas. 

Para la comunidad: 

• El agua es condición de vida 

• Es base de su economía 

• Es soporte de su ecosistema 

• Y forma parte de su identidad territorial 

Para el Estado: 

• El agua es un recurso administrable 

• Su uso puede ser objeto de servidumbres 

• Y su distribución responde a criterios de interés general no 

justificados. 

El Tribunal Constitucional, al analizar la legalidad de la servidumbre de agua, 

se inscribe dentro de esta segunda lógica. Evalúa la actuación de la 

administración, pero no logra incorporar plenamente la dimensión integral 

del territorio que plantea la comunidad. 

Esta divergencia no es meramente conceptual. Tiene, más bien, 

consecuencias prácticas: lo que para la comunidad constituye una afectación 
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estructural, para el análisis estatal puede no alcanzar el umbral de afectación 

jurídica relevante. 

11. La prueba de la afectación: desigualdad epistémica y carga 

probatoria 

Uno de los aspectos más relevantes del caso es la valoración de la prueba. El 

Tribunal considera que los medios probatorios presentados por la 

comunidad no resultan suficientes para acreditar la afectación directa. Este 

razonamiento pone en evidencia una dimensión menos visible, pero 

fundamental: la desigualdad epistémica. 

Las comunidades campesinas: 

• No producen conocimiento en los términos exigidos por el sistema 

jurídico estatal 

• No cuentan con estudios técnicos complejos 

• No tienen acceso a mecanismos de producción de prueba científica 

Sin embargo, se les exige demostrar afectaciones en esos mismos términos. 

Se configura así una tercera manifestación de desigualdad estructural: la 

exigencia de probar desde una racionalidad que no reconoce los propios 

modos de conocimiento de las comunidades. El derecho, en este punto, no 

solo regula, pues también define qué cuenta como verdad jurídicamente 

válida. 

12. Sustracción de la materia: el tiempo como límite del control 

constitucional 

El Tribunal declara improcedente la demanda, en parte, por haberse 

producido la sustracción de la materia, al encontrarse el proyecto en fase de 

cierre. 

Desde una lógica procesal, la decisión es consistente. No obstante, desde una 

perspectiva constitucional, plantea la cuestión de si el tiempo puede vaciar 

de contenido la protección de los derechos. 

En el caso de Maure: 

• La afectación denunciada se desarrolla a lo largo del tiempo 

• El proyecto se ejecuta sin consulta previa 
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• Y cuando el conflicto llega al Tribunal, sus efectos ya se han 

consumado 

El resultado es una paradoja. La posible vulneración no es analizada en su 

fondo porque ya no es actual. Esta situación pone de manifiesto un límite 

estructural del proceso constitucional frente a conflictos socioambientales, 

en el que las afectaciones no son instantáneas, sino progresivas. 

13. La respuesta del Tribunal: entre decisión e insuficiencia 

Finalmente, el Tribunal opta por declarar la improcedencia de la demanda, 

pero emite una exhortación al Estado para que garantice la consulta previa 

en futuros proyectos. 

Esta respuesta refleja una forma particular de intervención constitucional: 

• Reconoce el derecho 

• Identifica su importancia 

• Pero no genera efectos concretos en el caso 

Se configura así una lógica de reconocimiento sin transformación, donde el 

derecho se afirma en abstracto, pero no altera las condiciones materiales 

que dieron origen al conflicto. 

14. El caso Maure como síntoma de desigualdad estructural 

El análisis del caso permite identificar con claridad cómo operan las 

tensiones previamente descritas: 

• Reconocimiento normativo amplio, pero exigibilidad condicionada 

• Derechos colectivos, pero análisis individualizado 

• Pluralismo jurídico, pero racionalidad estatal dominante 

• Protección constitucional, pero limitada por factores procesales y 

probatorios 

En este sentido, el caso Maure es un síntoma estructural. Evidencia que la 

desigualdad no se manifiesta únicamente en la falta de normas, sino en la 

forma en que estas son interpretadas, aplicadas y condicionadas en 

contextos concretos. 
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15. Constitucionalismo, pluralismo y desigualdad: una lectura 

estructural 

El análisis desarrollado permite advertir que la problemática de las 

comunidades campesinas en el Perú no puede ser comprendida únicamente 

desde el plano normativo. Se requiere una lectura que articule el derecho 

constitucional con las estructuras de poder que condicionan su aplicación. 

Desde el pluralismo jurídico, se ha sostenido que el derecho estatal no es la 

única forma de juridicidad existente, sino una entre varias que coexisten en 

una misma sociedad3 (Santos, 2002). Sin embargo, esta coexistencia no se 

produce en condiciones de igualdad, sino dentro de una estructura 

jerárquica donde el derecho estatal mantiene una posición dominante. 

El caso analizado muestra precisamente esa asimetría: aunque el orden 

constitucional reconoce la jurisdicción comunal, la identidad cultural y la 

consulta previa, la decisión final se construye desde los parámetros del 

derecho estatal, que define los criterios de validez, prueba y relevancia 

jurídica. 

Desde otra perspectiva, el garantismo plantea que los derechos 

fundamentales actúan como límites al poder4. No obstante, el caso Maure 

revela que los derechos no solo dependen de su reconocimiento, sino de las 

condiciones de su exigibilidad. 

Cuando el acceso a la prueba, el tiempo procesal o los estándares de 

acreditación operan de manera desigual, los derechos, aun siendo 

formalmente robustos, ven restringida su eficacia. 

En la misma línea, se ha advertido que muchas constituciones 

latinoamericanas han ampliado sus catálogos de derechos sin transformar 

las estructuras que concentran el poder5. Esta idea resulta particularmente 

pertinente, pues el constitucionalismo peruano reconoce a las comunidades 

campesinas, pero no ha reconfigurado las relaciones entre Estado, economía 

y territorio. 

 

 
3 Santos, B. de Sousa (2002). Toward a New Legal Common Sense. Butterworths. 
4 Ferrajoli, L. (2001). Derecho y razón. Teoría del garantismo penal. Trotta. 
5 Gargarella, R. (2013). La sala de máquinas de la Constitución. Katz. 
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16. La desigualdad estructural como clave de lectura 

A partir de lo desarrollado, es posible sostener que la tensión entre 

reconocimiento y eficacia no es un problema aislado, sino la manifestación 

de una desigualdad estructural multidimensional. 

En el caso de la comunidad campesina de Maure, esta desigualdad se 

expresa en al menos cuatro niveles: 

a) Desigualdad territorial 

El territorio es entendido de manera distinta por el Estado y por la 

comunidad. Mientras el primero lo fragmenta en recursos, la segunda lo 

concibe como una totalidad. Esta diferencia genera decisiones que 

afectan estructuralmente a la comunidad sin ser reconocidas como tales. 

b) Desigualdad probatoria 

Se exige a la comunidad acreditar afectaciones bajo estándares técnicos 

que no se corresponden con sus capacidades ni con sus formas de 

producción de conocimiento. 

c) Desigualdad epistémica 

El derecho estatal reconoce solo ciertos tipos de conocimiento como 

válidos, excluyendo o subordinando los saberes comunitarios. 

d) Desigualdad procesal 

El tiempo del proceso constitucional no se ajusta a la naturaleza de los 

conflictos socioambientales, permitiendo que la sustracción de la 

materia vacíe de contenido la protección de derechos. 

Estas dimensiones no operan de manera aislada. Se refuerzan entre sí, 

configurando un escenario donde el reconocimiento constitucional resulta 

insuficiente para garantizar una protección efectiva. 

17. Del reconocimiento a la exigibilidad 

El presente artículo propone desplazar el eje del análisis. Más que 

preguntarnos si las comunidades campesinas tienen derechos —lo cual es 

indiscutible en el plano normativo—, la cuestión es cómo esos derechos 

pueden hacerse efectivos en contextos de desigualdad estructural. 

En ese sentido, sostenemos que el problema del constitucionalismo peruano 

no es la falta de reconocimiento de los derechos de las comunidades 
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campesinas, sino la ausencia de condiciones estructurales que permitan su 

exigibilidad efectiva. 

Este desplazamiento implica repensar: 

• Los estándares probatorios 

• Los tiempos procesales 

• La relación entre derecho estatal y derecho comunal 

• Y el rol del juez constitucional en contextos de desigualdad 

18. Hacia un constitucionalismo materialmente inclusivo 

Superar esta tensión requiere avanzar hacia un constitucionalismo que 

incorpore mecanismos que garanticen la eficacia material de los derechos. 

Ello implica, entre otros aspectos: 

• Interpretar la afectación desde una perspectiva integral del territorio 

• Flexibilizar los estándares probatorios en contextos de vulnerabilidad 

• Reconocer la validez de saberes no estatales 

• Y adoptar decisiones que no se agoten en la exhortación 

En otras palabras, se trata de transitar de un constitucionalismo declarativo 

a un constitucionalismo operativo. 

19. Conclusión general: la distancia entre decir y decidir 

El recorrido realizado —desde el análisis del texto constitucional hasta el 

examen del caso Maure— permite identificar que el derecho constitucional 

peruano ha avanzado significativamente en el reconocimiento de los 

derechos de las comunidades campesinas, incorporando principios de 

pluralismo, identidad cultural y participación. Sin embargo, este avance 

convive con limitaciones estructurales que restringen su aplicación efectiva. 

El caso Maure muestra que: 

• La consulta previa se reconoce, pero no se activa 

• El territorio se protege, pero se fragmenta 

• La dignidad se invoca, pero se condiciona 

• Y la justicia constitucional interviene, pero no transforma 
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En ese sentido, la distancia entre lo que el derecho dice y lo que 

efectivamente decide no es accidental, sino estructural. 

En suma, el constitucionalismo peruano ha aprendido a nombrar a las 

comunidades campesinas en su texto, pero aún no ha logrado incorporarlas 

plenamente en su decisión. Las reconoce como sujetos de derecho, pero las 

somete a condiciones que limitan su voz; protege su territorio en abstracto, 

pero permite su intervención en concreto; afirma su dignidad, pero la 

supedita a la prueba. En esa brecha —silenciosa, persistente y estructural— 

se define hoy no solo el alcance de sus derechos, sino el sentido mismo del 

constitucionalismo. 
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